La Corporación de Abogados Católicos declara con relación al proyecto de ley presentado en la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por los Diputados Cristián Ritondo y Daniel Lipovetzky  relativo al reconocimiento por el Estado de la co-maternidad y co-paternidad registral basada en la voluntad procreacional proveniente de una denominada “gestación por sustitución” (léase convenio de alquiler de vientre), ya sea para matrimonios de igual o de distinto sexo, que las materias vinculadas con la filiación son propias del Código Civil, lo que hace que sólo pueden ser legisladas por el Congreso Nacional, conforme resulta del art. 75 inc. 12 de la Constitución Nacional.
También dicho Código se ocupa sobre las fuentes de la filiación -que en nuestro Derecho no pueden tener lugar por voluntad procreacional, como se pretende, sino únicamente por naturaleza o por adopción (art. 240)-, como asimismo sobre la determinación de la maternidad, que sólo resulta de la gestación (art. 242), lo que hace a la inconstitucionalidad de las normas proyectadas al pretender legislar sobre cuestiones que les están constitucionalmente vedadas.

Lo anterior, sin perjuicio de señalar que el hecho de querer reemplazar la gestación y la aportación genética para la determinación de la maternidad y de la paternidad, puede acarrear graves problemas de seguridad jurídica al trastocar las nociones de filiación y parentesco. Lo que se producirá si se admitiera –como está proyectado- que tanto madre como padre sea simplemente cualquier persona que quiera serlo, por la simple “voluntad procreacional”, sin tomar en cuenta al respecto ningún dato o elemento biológico objetivo resultante de la naturaleza, lo que es indispensable para dar solidez y seguridad a un vínculo tan relevante como el existente entre padres e hijos. Por lo que contrariamente a lo expresado en los fundamentos del proyecto, las normas proyectadas afectan el interés superior del niño, consagrado por normas que tienen jerarquía constitucional.
Un convenio de la naturaleza del proyectado da pie a la explotación de la mujer carente de recursos, habiendo sido el mismo considerado inmoral por la mayor parte de nuestra doctrina, no pudiendo dudarse de que las personas están fuera del comercio, por lo que no pueden ser objeto de relaciones jurídicas, oponiéndose a esa pretensión su dignidad y el respeto que se les debe por tratarse de seres trascendentes. 
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